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Es precisamente este punto el que llama nuestra atención, por lo que en el 

presente trabajo determinaremos si nuestra legislación vigente protege eficazmente al 

consumidor o usuario del servicio que se afecta con la publicidad. 

Consideramos que el reclamo adecuado para resarcir al afectado, será 

precisamente mediante la acción de responsabilidad civil, acción que teniendo como 

origen la publicidad comercial, puede ser difícil de acreditar, dada la normatividad 

vigente. 

A fin de desarrollar el tema a tratar, en primer lugar, nos referiremos a los 

aspectos generales de la responsabilidad civil y de la publicidad comercial, para 

posteriormente, con estos antecedentes, estar en aptitud de determinar si la 

responsabilidad civil se genera legalmente por la publicidad comercial y quiénes serán 

los sujetos responsables ante el afectado. 











 

 

 

 

 















social que recibe el mensaje enviado, y si con ella se ocasiona un daño a todo ese grupo 

social, cualquiera de las personas que pertenece al mismo, que resienta la afectación de 

sus intereses, estará legitimada para ejercitar la acción correspondiente, y no sólo para 

accionar, sino también para obtener una resolución que permita resarcir el daño que se 

le ha causado. 

Como ejemplo de lo anterior, podemos señalar la publicidad que día a día nos 

·bombardea•, por parte de las instituciones bancarias que ofertan créditos hipotecarios, 

argumentando que sus esquemas financieros son accesibles a cualquiera persona, y que 

permitirán que las familias mexicanas de forma fácil y segura, adquieran una vivienda; 

sin embargo, baste recordar que antes de la crisis de 1994, la publicidad bancaria, en 

folletos y anuncios comerciales, indujo al error a miles de personas, que contrataron una 

apertura de crédito con las instituciones bancarias, creyendo que los esquemas 

financieros ofertados les beneficiaban, lo cual era falso, porque la publicidad, si bien es 

cierto, señalaba que los pagos que realizarían serían bajos y de acuerdo con sus 

ingresos, también lo es que dicha publicidad no era lo suficientemente clara, e incluso 

ocultaba que los intereses no pagados se capitalizarían, con el denominado crédito 

adicional, lo que ocasionó que años después, muchas personas al solicitar sus estados 

de cuenta, se percataran que pese a realizar sus pagos de forma puntual, el capital que 

adeudaban era mayor al que originalmente se habían obligado; y son bien sabidas las 





 

 

















b) Los tutores responden del daño causado por los incapacitados que tienen bajo 

su cuidado (artículos 1911 y 1921 del Código Civil). 

c) Los directores de colegios, talleres, etc., responden del daño que causen los 

menores que estén bajo su vigilancia y autoridad (artículos 1919 y 1920 del Código Civil). 

d) Los maestros artesanos responden por el daño que causen sus operarios en 

los trabajos encomendados (artículo 1923 del Código Civil). 

e) Los patrones y dueños de establecimientos mercantiles responden del daño 

causado por sus obreros o dependientes en el ejercicio de sus funciones (artículo 1924 

del Código Civil). 

f) Los jefes de casa, dueños de hoteles o de casas de hospedaje son 

responsables del daño que causen sus sirvientes en el ejercicio de su encargo (artículo 

1925 del Código Civil). 

g) El Estado responde del daño causado por sus servidores en el ejercicio de sus 

atribuciones (artículo 1927 del Código Civil). 







Se denomina sujeto pasivo o agraviado a toda persona, física o moral, que soporta el 

daño cierto y actual sobre un bien de naturaleza extrapatrimonial, por lo que tendrá la 

acción de reparación moral en contra del sujeto activo de la misma. El sujeto pasivo o 

agraviado, puede ser directo o indirecto. 

El titular en la acción de reparación moral puede ser cualquiera persona física o 

moral, en pleno goce y disfrute de sus derechos, con excepción del Estado. 

En términos generales, toda persona física o moral puede sufrir un agravio 

extrapatrimonial y ser titular de la acción de reclamación. 

Ahora bien, también existen casos en los que una persona puede sufrir un daño 

extrapatrimonial y no tener la facultad de intentar la acción directa personalmente, por lo 

cual existirá un titular indirecto del ejercicio de la acción de reclamación, como es el caso 

de los padres que tienen la patria potestad de los menores, los tutores, los herederos del 

afectado, en este último caso, siempre que el afectado haya intentado la acción 

correspondiente en vida, atento al contenido del artículo 1916 del Código Civil vigente. 





 

“DAÑOS Y PERJUICIOS. DEBEN SER CONSECUENCIA INMEDIATA Y DIRECTA DE LOS 

HECHOS IMPUTADOS AL DEMANDADO COMO CAUSA DE LA ACCIÓN.-  Los perjuicios 

al igual que los daños, para tener derecho a cobrarse, tendrán que ser, 

en materia de accidentes, como es sabido, consecuencia inmediata y 

directa del accidente; porque las consecuencias ulteriores derivadas de 

nuevas causas sobrevenidas, o sea, la presentación de nuevas causas 

originadoras o ampliadoras del perjuicio, quitan ese nexo lógico de causa 

a efecto, que constituye la base de la responsabilidad. Refiriéndose 

Planiol y Ripert al daño, sus razones son igualmente aplicables al 

perjuicio; con toda justificación explican, en lo conducente: "Distinción 

entre daño directo e indirecto. El artículo 1151 (se refieren los autores 

al Código Civil Francés), dispone que los daños en ningún caso deben 

comprender otra cosa que 'lo que sea consecuencia inmediata y directa del 

incumplimiento del contrato ...' Esa disposición ha sido tomada de 

Pothier, quien ofrecía como ejemplo de ella el caso de un comerciante que 

ha vendido a sabiendas una vaca enferma; el contagio ha enfermado los 

bueyes del comprador impidiéndole labrar las tierras. El vendedor tendrá 

que indemnizar indiscutiblemente por el precio de las reses fallecidas 

por efecto del contagio, no así de los daños resultantes de la infección 

de las tierras, que solamente constituyen la consecuencia distante e 

indirecta del dolo de aquél; las tierras, al no ser labradas, dejan de 

proporcionar ganancias al comprador; no ha podido pagar a sus acreedores, 

los cuales le embargaron sus bienes ... El deudor no tendrá que sufrir 

las consecuencias indefinidas de los sucesos que no se relacionen con el 

incumplimiento de la obligación ... En caso contrario, no habrá límite 

alguno para la responsabilidad, y el deudor tendría que sufrir daños en 

los que su culpa sólo era un factor muy remoto y parcial ... A partir del 

momento en que otras causas concurren con aquélla, la cadena causante 



queda interrumpida y las repercusiones nuevas, por no ser ya 

consecuencias inmediatas, sino indirectas e hipotéticas, del cumplimiento 

de la obligación, no se tomarán en consideración para calcular el importe 

de los daños y perjuicios ... después de cometida la culpa (como pueden 

ser en un caso los hechos objetivos de donde nace la responsabilidad), 

las consecuencias debidas a intervención de sucesos posteriores quedarán 

fuera de toda indemnización ... hay que descartar la ampliación y la 

agravación impuestas a las consecuencias de la culpa por los factores 

nuevos producidos con posterioridad." (Tratado Práctico de Derecho Civil 

Francés, edición cubana, tomo VII, página 170 y siguientes). De acuerdo, 

pues, con las explicaciones expuestas, los perjuicios no se probaron 

plenamente, en un caso, si la ampliación de los mismos aparece 

determinada o depende de la mayor o menor rapidez con que el Juez puede 

disponer la devolución, al actor, del bien dañado, así como de la mayor o 

menor rapidez con que un artesano practicara la reparación de los daños, 

de modo de dejar el bien como se encontraba y apto para el servicio; se 

advierte, entonces, que en la determinación de los aludidos perjuicios, 

concurren positivamente nuevas causas posteriores originadoras y 

ampliadoras de los mismos, ajenos al accidente, que quitan el nexo lógico 

necesario de causa a efecto, entre el propio accidente y los susodichos 

perjuicios.” 

 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL TERCER CIRCUITO. 
Amparo directo 532/68.-30 de octubre de 1971.-Ponente: Alfonso Abitia 
Arzapalo. 
Nota: Enviada sin votación ni nombre del quejoso a la Dirección del 
Semanario Judicial de la Federación. 
Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 34, Sexta 
Parte, página 27, Tribunales Colegiados de Circuito.  
 
Séptima Epoca. Instancia: TRIBUNAL COLEGIADO DEL TERCER CIRCUITO. Fuente: 
Apéndice 2000. Tomo: Tomo IV, Civil, P.R. TCC. Tesis:     896. Página:   
629. 





“ILÍCITO. TAL ADJETIVO JURÍDICO CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 1916 DEL CÓDIGO 

CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, DEBE ENTENDERSE APLICADO LATO SENSU.  El 

numeral 1916 del ordenamiento sustantivo de la materia, que contiene el 

adjetivo "ilícito", como elemento sine qua non de la conducta positiva u 

omisiva, debe entenderse en género próximo como un no lícito, o no 

permitido por la ley, con independencia de que ésta pertenezca o no al 

orden público; de tal manera que se debe considerar aplicado lato sensu y 

no únicamente limitado a una conducta u omisión sancionada por la ley 

penal.” 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 11846/98. Fernando Sánchez Jaimes. 7 de abril de 1999. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: 
José Guadalupe Sánchez González. 
Amparo directo 9086/99. Autotransportes Tlaxcala-Apizaco-Huamantla, S.A. 
de C.V. 7 de septiembre de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan 
Bracamontes Cuevas. Secretaria: María Teresa Covarrubias Ramos. 
Amparo directo 11546/99. Nestlé México, S.A. de C.V. 7 de septiembre de 
2000. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. 
Secretario: Sergio I. Cruz Carmona. 
Amparo directo 776/2000. Autobuses Estrella Blanca, S.A. de C.V., por 
conducto de su apoderado legal Víctor Hugo Delgadillo Sánchez y otra. 7 
de septiembre de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto Chávez 
Priego. Secretario: Jaime Aurelio Serret Álvarez. 
Amparo directo 3746/2000. Petróleos Mexicanos por conducto de su 
apoderado legal Álvaro Camacho Marines. 3 de noviembre de 2000. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: 
José Guadalupe Sánchez González.  
 
Novena Epoca. Instancia: SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XIII, Enero de 2001. Tesis: I.6o.C. J/26. Página:  1584. 
 



Para que se pueda considerar responsable a un sujeto por los daños que cause a otro, 

debemos considerar factores objetivos y subjetivos: 

a) Factores objetivos: 

En el ámbito contractual, en las obligaciones llamadas de resultado, la culpa del 

deudor está fuera de cuestión y éste debe responder por el sólo hecho de no cumplir la 

obligación desde que el resultado no se logra, existiendo así una responsabilidad 

objetiva. 

De lo anterior se infiere que los factores objetivos se refieren a aspectos que 

socialmente exigen ser amparados bajo la figura de la responsabilidad civil, para procurar 

la seguridad de que el daño que en su caso se cause, será reparado, entre estos 

factores podemos señalar, la garantía, el riesgo, la equidad, el abuso del derecho, 

exceso de la normal tolerancia, la solidaridad social. 

b) Factores subjetivos. 

















“RESPONSABILIDAD CIVIL POR HECHOS PROPIOS, AQUILIANA Y OBJETIVA. 

DIFERENCIAS.  Los hechos lícitos y los ilícitos generan obligaciones; y 

así, es regla que la conducta de una persona le es imputable a ella; por 

esto, a la responsabilidad proveniente de la conducta de una persona, sea 

que esa conducta sea lícita o ilícita, se le llama subjetiva porque 

implica el elemento culpa. Como excepción a dicha regla, se establece que 

la conducta de terceros también sea imputable a otras personas, a ésta se 

le llama responsabilidad aquiliana en razón del jurisconsulto romano que 

creó la fórmula; en esta figura el elemento culpa se encuentra 

desvanecido, porque se reconoce que la conducta que causó un daño, es 

ajena a quien resulta obligado, pero aun así, se estima que tiene una 

culpa por falta de cuidado en las personas que de él dependen y cuya 

conducta causara el daño, que a su vez, generara una obligación, no a 

quien lo cometió, sino a la persona de quien dependiera. Por ello, 

incurren en tal responsabilidad los padres respecto de sus hijos, los 

mentores respecto de sus pupilos dentro del recinto educativo, los 

hoteleros respecto de sus empleados, los patrones respecto de sus 

trabajadores y el Estado respecto de sus servidores. Diversa excepción es 

la que resulta aun ante la ausencia de conducta, por el solo hecho de ser 



dueño de una cosa que por sí misma causa un daño. Aquí, no hay conducta y 

por lo mismo no hay culpa, por eso, a esta responsabilidad se le llama 

objetiva en ausencia del elemento subjetivo culpa.” 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. 
Amparo directo 782/96. Roberto Carlos Gutiérrez Larios. 2 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Bravo Gómez. Secretario: 
José Fernando García Quiroz. 
Amparo directo 639/96. Mario Mata Rodríguez. 4 de julio de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. Secretario: Isaac 
Gerardo Mora Montero. 
 
Novena Epoca. Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE 
TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Tomo: IV, Noviembre de 1996. Tesis: II.1o.C.T.85 C. Página:   
512. 

“RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA, AQUILIANA Y OBJETIVA. DIFERENCIAS.  La 

primera se origina cuando por hechos culposos, lícitos o ilícitos se 

causan daños; la aquiliana opera en los casos en que de los resultados de 

la conducta dañosa deba responder una persona distinta del causante; 

finalmente, existe responsabilidad objetiva sin existencia del elemento 

culpa para el dueño de un bien con el que se causen daños. Así, el que es 

ocasionado por la comisión de los actos ilícitos genera obligaciones en 

atención a la conducta de la persona a la que le es imputable su 

realización, pudiendo identificar a este tipo de responsabilidad como 

subjetiva, por contener el elemento culpa; también genera responsabilidad 

el daño causado por terceros y, en este caso, aun cuando no existe 

vínculo directo entre el que resulta obligado y el que realiza la 

conducta, el nexo surge de la relación que existe entre unos y otros, y 

así los padres responden de los daños causados por sus hijos, los 

patrones por los que ocasionen sus trabajadores y el Estado por los de 

sus servidores; por último, resulta diferente el caso en que, aun en 

ausencia de conducta, surge la obligación por el solo hecho de ser 

propietario de una cosa que por sus características peligrosas cause 

algún daño.” 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
Amparo directo 99/2003. Seguros Tepeyac, S.A. 29 de abril de 2003. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. 
Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo IV, noviembre de 1996, página 512, tesis II.1o.C.T.85 C, de rubro: 
"RESPONSABILIDAD CIVIL POR HECHOS PROPIOS, AQUILIANA Y OBJETIVA. 
DIFERENCIAS.". 
 



Novena Epoca. Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo: XVII, Junio de 2003. Tesis: VI.2o.C.341 C. Página:  1063. 
 







“DAÑOS Y PERJUICIOS, PRESCRIPCION EN CASO DE. 

Es evidente que si conforme al artículo 1934 del Código Civil del 

Distrito y Territorios Federales, la acción para exigir la reparación de 

los daños causados en los términos del capítulo V, título primero, 

primera parte del libro cuarto de ese código, prescribe en dos años 

contados a partir del día en que se haya causado el daño, no puede 

empezar a correr la prescripción cuando el daño empieza a causarse, sino 

cuando ha terminado de causarse.” 

 

Amparo directo 5869/59. Armando Arbesu y coagraviado. 28 de junio de 
1962. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela. 
 
Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985, Cuarta 
Parte, Tercera Sala, quinta tesis relacionada con la jurisprudencia 117, 
página 354, bajo el rubro "DAÑOS Y PERJUICIOS, PRESCRIPCION EN CASO DE.". 
 
Tesis aislada. Materia(s):Civil. Sexta Época. Instancia: Tercera Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: Cuarta Parte, LX. 
Página: 74 
 

 

“DAÑOS Y PERJUICIOS, PRESCRIPCION EN CASO DE. 

El que opone la excepción de prescripción, debe acreditar que ha 

transcurrido el tiempo prescrito en la ley para ello, ha de probar el 

punto de partida, que no puede ser, de ninguna manera, la fecha o la 

época en que empezaron a causarse los daños, sino cuando éstos han dejado 

de causarse. Desde este punto de vista, corresponde a quien propuso la 

excepción acreditar la fecha en que la prescripción comenzó a correr.” 

 

Amparo directo 5869/59. Armando Arbesu y coagraviado. 28 de junio de 
1962. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela. 
 
Tesis aislada. Materia(s):Civil. Sexta Época. Instancia: Tercera Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: Cuarta Parte, LX. 
Página: 75. 
 

“DAÑOS, PRESCRIPCION DE LA ACCION DE. 



Cuando se trata de daños de realización contínua, el término de la 

prescripción empieza a correr hasta que esos daños cesan totalmente.” 

 

Amparo directo 3860/54. Sucesiones Acumuladas de Luis G. Otero Martínez y 
otros. 27 de julio de 1956. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Gilberto 
Valenzuela. 
 
Tesis aislada. Materia(s):Civil. Quinta Época. Instancia: Tercera Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: CXXIX. Página: 301. 
 

 

“DAÑOS Y PERJUICIOS, PRESCRIPCION DE LA ACCION DE. 

El artículo 1934 del Código Civil del Distrito Federal establece: "la 

acción para exigir la reparación de los daños causados, en los términos 

del presente capítulo, prescribe en dos años contados a partir del día en 

que se haya causado el daño". El precepto se refiere, indudablemente, a 

un daño que se causó de manera total, no a los distintos signos en que se 

manifiesta el proceso dañoso. De acuerdo con las ideas anteriores, si el 

daño cuya reparación se reclama, por su naturaleza, se produce en un solo 

acto, la acción para exigir que sea reparado debe ejercitarse dentro del 

término de dos años, que principiará a correr desde el día en que se 

produjo el daño; pero cuando los daños no se causan en un solo acto, sino 

que se desarrollan por medio de un proceso continuo, de tracto sucesivo, 

entonces el término para ejercitar la acción relativa principia a 

computarse cuando termine dicho proceso.” 

 

Amparo directo 6332/54. Francisco Olmos. 30 de abril de 1956. Unanimidad 
de cinco votos. Ponente: Gabriel García Rojas. 
 
Tesis aislada. Materia(s):Civil. Quinta Época. Instancia: Tercera Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: CXXVIII. Página: 295. 

 

“DAÑOS Y PERJUICIOS, PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE.- 

El artículo 1934 del Código Civil del Distrito Federal establece: "la 

acción para exigir la reparación de los daños causados, en los términos 

del presente capítulo, prescribe en dos años contados a partir del día en 

que se haya causado el daño". El precepto se refiere, indudablemente, a 

un daño que se causó de manera total, no a los distintos signos en que se 

manifiesta el proceso dañoso. De acuerdo con las ideas anteriores, si el 

daño cuya reparación se reclama, por su naturaleza, se produce en un solo 

acto, la acción para exigir que sea reparado debe ejercitarse dentro del 

término de dos años, que principiará a correr desde el día en que se 

produjo el daño; pero cuando los daños no se causan en un solo acto, sino 



que se desarrollan por medio de un proceso continuo, de tracto sucesivo, 

entonces el término para ejercitar la acción relativa principia a 

computarse cuando termine dicho proceso.” 

 

Amparo directo 6332/54.-Francisco Olmos.-30 de abril de 1956.-Unanimidad 
de cinco votos.-Ponente: Gabriel García Rojas. 
 
Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo CXXVIII, página 
295, Tercera Sala. 
 
Tesis aislada. Materia(s):Civil. Quinta Época. Instancia: Tercera Sala. 
Fuente: Apéndice 2000. Tomo: Tomo IV, Civil, P.R. SCJN. Tesis: 151. 
Página: 99 

 

“DAÑO MORAL, PRESCRIPCION DE LA ACCION DE REPARACION DEL. 

Si con motivo de la producción, filmación y exhibición de una película, 

se demanda el pago de daños y perjuicios por la afectación a una persona 

en su vida privada, en su intimidad y afectos, la prescripción que contra 

aquél se oponga como excepción debe computarse, en términos de lo 

dispuesto por el artículo 1934 del Código Civil, a partir de la fecha en 

que se dejó de exhibir en las salas cinematográficas y no al momento en 

que se inició el rodaje de la misma, porque tales actos llevan en sí una 

relación de causalidad existente entre la conducta y el resultado, en 

tanto se generó una serie de condiciones positivas, concurrentes en la 

producción del daño, dándose en esa forma un nexo natural entre la 

conducta asumida por la productora y la exhibición del film.” 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 6993/91. Chimalistac, Posproducción, S.A. 16 de enero de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Rojas Aja. Secretario: Francisco 
Sánchez Planells. 
 
Tesis aislada. Materia(s):Civil. Octava Época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo: IX, Abril de 1992. Tesis: I.3o.C. 440 C. Página: 473. 





“DAÑO MORAL. PRESCRIPCION PARA EJERCITAR LA ACCION DE INDEMNIZACION POR 

CONTAGIO DEL VIRUS DE INMUNODEFICIENCIA HUMANA (VIH O HIV O SIDA). 

Ante la imposibilidad material y legal para determinar la fecha exacta en 

que se produce el contagio del virus de inmunodeficiencia humana (VIH o 

HIV o SIDA), esto es, aquélla en la que se ocasiona el daño a que se 

refiere el artículo 1934 del Código Civil, debe estarse a aquélla en que 

el demandante tenga conocimiento de que se le causó esa afectación, lo 

que servirá de base para determinar a partir de qué momento comienza a 

correr el término para la prescripción de la acción de la indemnización 

del daño moral por contagio, prevista en el artículo 1916 del mismo 

ordenamiento legal invocado.” 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 574/94. Petróleos Mexicanos. 2 de marzo de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Antonio Muñoz Jiménez. 
Secretario: Benito Alva Zenteno. 
 
Tesis aislada. Materia(s):Civil. Novena Época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo: I, Mayo de 1995. Tesis: I.8o.C.11 C. Página: 355. 

“DAÑO MORAL. PRESCRIPCION PARA EJERCITAR LA ACCION DE INDEMNIZACION DE, 

POR CONTAGIO DEL VIRUS DE INMUNODEFICIENCIA HUMANA (VIH O HIV O SIDA). 

Ante la imposibilidad material y legal para determinar la fecha exacta en 

que se produce el contagio del virus de inmunodeficiencia humana (VIH o 

HIV o SIDA), esto es, en la que se ocasiona el daño a que se refiere el 

artículo 1934 del Código Civil, debe estarse a aquélla en que el 

demandante tenga conocimiento de que se le causó esa afectación, lo que 

servirá de base para determinar a partir de qué momento comienza a correr 

el término para la prescripción de la acción de indemnización de daño 

moral por contagio, prevista en el artículo 1916 del mismo ordenamiento 

legal invocado.” 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 4136/94. Instituto Mexicano del Seguro Social. 21 de 
octubre de 1994. Mayoría de votos. Disidente: Víctor Hugo Díaz Arellano. 
Ponente: Ana María Y. Ulloa de Rebollo. Secretario: Jaime Aurelio Serret 
Alvarez.  



Tesis aislada. Materia(s):Civil. Octava Época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo: XV, Enero de 1995. Tesis: I.6o.C. 154 C. Página: 214. 





instrumentos peligrosos; caso en el que la persona que haya resentido algún daño se 

hará cargo del mismo (artículo 1914 del Código Civil). 

En este supuesto encontramos las notas de prensa, por ejemplo, y en general, las 

opiniones que emiten los medios de comunicación, en estrictos términos del artículo 6 y 

7 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que las 

personas que actúan bajo los lineamientos que establecen estos artículos, están 

ejerciendo sus derechos de opinión, crítica, expresión e información, y aún cuando 

llegaren a causar un daño, no estarán obligados a realizar pago alguno, siempre y 

cuando respeten las limitantes que les ponen los mismos artículos, esto es, que respeten 

la vida privada, la moral y la paz pública, lo cual tiene sustento en lo dispuesto por el 

artículo 1916-Bis, del Código Civil; sin embargo, cabe señalar que a la fecha también es 

un aspecto subjetivo que queda al libre arbitrio del juzgador, toda vez que en la ley no 

existe disposición expresa de las limitantes de esos derechos, y tienen que inferirse e 

interpretarse de diversos ordenamientos, además de que tampoco existen criterios 

jurisprudenciales que hayan resuelto el punto. 

2. Cuando exista culpa o negligencia inexcusable de la víctima (artículos 1910 y 

1913 del Código Civil); tal sería el caso, por ejemplo de que un sujeto va manejando su 

automóvil, en compañía de otra persona, y esta última, gira el volante ocasionando que 



“EMBARCACIONES, DAÑOS CAUSADOS POR LAS. FUERZA MAYOR (RESPONSABILIDAD 

OBJETIVA). No obstante que un barco puede ser considerado un objeto o 

máquina peligrosa cuando funciona o camina normal o anormalmente, por la 

velocidad, energía o fuerza que desarrolla, si cuando se causaron los 

daños no navegaba, sino que era arrastrado por el viento o huracanes y 

las corrientes impetuosas; y no ejecutaba, por lo mismo, sus maniobras 



ordinarias, no puede decirse que "una persona hacia uso", en los términos 

del artículo 1913 del Código Civil, de tal embarcación, y esa situación 

es equivalente a la prevista por el artículo 1914 del mismo código, ya 

que el empleo del mecanismo, instrumento, etcétera, no debe ser obligado 

por una fuerza mayor.” 

 

Amparo directo 2787/56. Petróleos Mexicanos. 9 de septiembre de 1957. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Vicente Santos Guajardo. 

Tesis aislada. Materia(s):Civil. Sexta Época. Instancia: Tercera Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: Cuarta Parte, III. 
Página: 104.  

 



 

 

 



excluye de toda responsabilidad, por tanto, no se configura la responsabilidad civil y no 

existe obligación de reparar ningún daño. 

Las anteriores causas son excluyentes de responsabilidad civil no sólo por el valor 

jerárquico de las normas penales que las contemplan, sino por la evidencia lógico­

jurídica de que en el ámbito civil excluyen la antijuridicidad, o con más precisión, sientan 

la juridicidad del actuar dañoso que, pese a ello, excluye el factor de atribución del daño. 









&



 

 

 

 

 

 











 

 

 

 

 

 

 

 





toman en beneficio de nuestra sociedad, como los siguientes anuncios, que fueron 

publicados en medios impresos. 



































La mayor parte de los documentos que podían proporcionar datos acerca de los 

sistemas precoloniales de información de los pueblos que vivían en lo que hoy es 

México, fueron destruidos por los conquistadores, de tal suerte, que prácticamente no 

hay fuentes referentes a este tema. 

Aztecas y toltecas escribían noticias sobre papel de henequén, las cuales 

pegadas a palos, eran sostenidas en estatuas, también existían las pinturas de cerámica 

como expresiones comunicativas, además de los jeroglíficos en edificios religiosos que 

sólo una élite pequeña y culta comprendía. 

Durante los trescientos años de dominio colonial español, el sistema de 

información se orientó de acuerdo con las necesidades de los gobernantes hispanos. Era 

muy normal que los gobernantes españoles ejercieran un férreo control sobre la 

información y la forma en que ésta se difundía. 

Alrededor de 1536, el italiano Juan Pablos estableció en la Ciudad de México, en 

la Casa de las Campanas, cerca del Zócalo, la primera imprenta del continente 



americano; los primeros libros que se imprimieron ahí tuvieron un mero carácter 

religioso. 

Juan Pablos imprimió en 1542, el más antiguo volante de México, conocido hasta 

ahora, en el que se describe el terremoto del 1 O y 11 de noviembre de 1541 con el título 

"Relación del Terremoto de Guatemala". 

De la época de la prensa colonial, destaca "El Almacén de Noticias", fundado en 

1803, el cual se considera el precursor de las actuales agencias de anuncios. Ahí se 

escribían y vendían informes de interés público, contenía anuncios pagados de 

inmobiliarias, cambio de moneda, mercado de trabajo, venta de joyería, esclavos y 

animales, de alimentos, arrendamientos y objetos robados. 

El primer periódico mexicano, fue el "Diario de México", cuyo primer número se 

publicó el primero de octubre de 1805, y se convirtió en el foro para el ideario liberal. 

En 1851 se estableció la primera línea de telégrafos entre Puebla y la Capital; un 

año más tarde, entre Veracruz y Orizaba; y poco más tarde, entre Veracruz y la Ciudad 

de México; innovación tecnológica que dio nuevos impulsos al desarrollo de la prensa. 



Durante el porfiriato no sólo se obligó a la prensa de oposición a callar por medio 

de la política de subvenciones, sino que también estaban al orden del día las represiones 

directas como la clausura de las imprentas o la persecución de los periodistas. 

El 1881, Filomeno Mata editó "El Diario del Hogar" que recibió, por las recetas de 

cocina que solía publicar, el apodo de ·El Diario de los Frijoles". 

Como importante revista semanal, de carácter liberal, aparece "El Hijo del 

Ahuizote", fundada en 1885, la cual adquirió fama por sus mordaces caricaturas y 

sátiras. 

En los ochentas del siglo XIX, surgieron en provincia algunos periódicos en 

lenguas indígenas; por ejemplo, "El Purepe", que se publicó en la lengua tarasca en 

1882, en la Ciudad de Quiroga, Michoacán. 

En 1896, Rafael Reyes Spíndola fundó el periódico nEI Imparcial", con el cual el 

periodismo mexicano entró en una nueva fase, que simboliza la transformación del 

periodismo de opinión hacia la nota pura en México. Sin embargo, comprometido con el 

porfiriato, publicó informaciones triviales y sensacionalistas. Difundió junto a las noticias 



políticas y económicas generales, crónicas sociales, información para la mujer, 

concursos de belleza, caricaturas y más fotos que las usuales. Por primera vez 

aparecieron anuncios de página completa de Singer, Ericsson, High Lite, Palacio de 

Hierro, Cervecería Moctezuma y otros más. 

Surge en México, la gran prensa nacional, el primero de octubre de 1916. Félix F. 

Plavicini, fundó El Universal; y el 18 de marzo de 1917, Rafael Alducin, funda al 

Excélsior, los cuales se cuentan aún hoy en día entre los más influyentes del país; 

siguiéndoles Novedades, que fue fundado en 1936, por Ignacio P. Herrerías. 

Durante la gestión del Presidente Miguel Alemán, se estableció en 1949, la 

primera escuela de periodismo, llamada Carlos Septién García. 

Cuatro años después, le siguió la Escuela de Periodismo de la Universidad 

Veracruzana; y en 1957 la Universidad Nacional Autónoma de México incorporó a la 

Facultad de Ciencias Políticas y Sociales la asignatura de Periodismo, hoy conocida 

como Ciencias de la Comunicación. 

En el desarrollo de la radio y la televisión, destaca lo siguiente: 



Desde la fundación de la Liga Central (1923), pero sobre todo de la Cámara de la 

Industria de Radio y Televisión, CIRT (1942), los concesionarios ejercieron influencia 

sobre la legislación a favor propio. 

Las primeras reglamentaciones legales fueron principalmente de naturaleza 

técnica y administrativa. 

A partir de 1926, se prohibió el otorgamiento de concesiones a personas o 

sociedades extranjeras (Ley de Comunicaciones Eléctricas) 

En los primeros años posteriores a la revolución, los gobiernos utilizaron la 

radiodifusión como apoyo a sus objetivos políticos y a una integración de las masas en el 

sistema. 

Bajo el gobierno de Cárdenas, se inició el desarrollo expansivo de la industria 

privada de la radiodifusión. 

La familia Azcárraga comenzó a partir de 1930, la construcción de su actual 

imperio comunicacional a través de la primera cadena, la XEW; y a partir de 1938 por 



medio de su segunda cadena, la XEQ. A mediados de 1940, Azcárraga dominaba la 

mitad de las estaciones emisoras de México. 

A partir de 1940, el Estado mexicano prácticamente se retiró de la industria de 

radio y televisión y favoreció su desarrollo comercial. 

En 1955, las tres estaciones de televisión existentes, se fusionaron y crearon 

Telesistema Mexicano. Desde entonces dominaron el mercado de los medios 

electrónicos en México. 

La influencia norteamericana en la televisión se pone de manifiesto en las 

importaciones de programas, equipo técnico y la publicidad. 

Entre 1958 y 1972, el Canal 11 del Instituto Politécnico Nacional ofreció el único 

contrapeso frente a una programación meramente comercial. 

En 1968-1969, la CIRT (Cámara de la Industria de Radio y Televisión) evitó que 

los concesionarios tuviesen que pagar al Estado un impuesto elevado, las pocas 

obligaciones relativas al contenido de la programación eran vagas y generales y no 

tuvieron mayores repercusiones. 















2. Es un hecho técnico profesional, porque es una profesión y una técnica de 

comunicación que permite desarrollar una actividad lucrativa. 

3. Es un hecho económico, porque para los medios de comunicación, la 

publicidad es su mayor y más significativa fuente de negocios. 

4. Es un hecho social, porque dirige su actividad sobre determinado grupo, los 

habitantes de un país o una región, tratando de crear, reforzar o modificar su actitud 

hacia determinado producto o empresa. 

5. Es un hecho cultural, porque se convierte en parte de la cultura de un país, por 

su índole formativa, ya que influye en aspectos de tipo técnico, científico, tecnológico, de 

estética y de comunicación, en la sociedad que la recibe. 

6. Es un hecho comunicacional, porque se constituye como un medio de 

comunicación, para todos los que intervienen en el proceso publicitario. 





Para el profesional publicitario, se ha convertido en una actividad, en una 

profesión perdurable y seria, sujeta a normas de conducta y ejercicio, en donde las 

personas que en realidad tienen vocación por esta actividad, entienden el impacto que 

sus mensajes pueden ocasionar en la sociedad a la que se dirigen. 

Para los medios de comunicación, se constituye como uno de los más 

importantes soportes económicos que tienen, ya que venden espacios y medios para 

difundir a través de ellos mensajes publicitarios. 

Para el público, porque le permite estar informado, le permite juzgar, le permite 

elegir a la gente, optar por el medio de su preferencia. 

En resumen, podemos señalar que la publicidad concede ventajas a tocios y cada 

uno de los sujetos que intervienen en el proceso correspondiente, aún y cuando 

sabemos que existe publicidad que no se rige por los estándares de ética y que no 

entiende el compromiso social que la misma adquiere, la realidad es que en nuestros 

días, el público que la recibe, es un ente selectivo que irá desechando la publicidad que 

no se ajuste a lo que la misma promociona. 







“Todas piezas publicitarias cuyo objetivo último es crear 

demanda de producto, pero cuya naturaleza debe ser tal que, 

por sobre todo, sean respetuosas del consumidor, que respeten 

su libertad, que respeten su inteligencia y, que con ideas y 

excelente producción, agreguen algo de belleza y alegría a un 

mundo bastante complicado.” 





 



“La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 

inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que 

ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún 

delito, o perturbe el orden público; el derecho a la 

información será garantizado por el Estado.” 



“Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos 

sobre cualquiera materia. Ninguna ley ni autoridad puede 

establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores 

o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no 

tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la 

moral y a la paz pública. En ningún caso podrá secuestrarse 

la imprenta como instrumento del delito. 



 

“Las leyes orgánicas dictarán cuantas disposiciones sean 

necesarias para evitar que so pretexto de las denuncias por 

delitos de prensa, sean encarcelados los expendedores, 

"papeleros", operarios y demás empleados del establecimiento 

de donde haya salido el escrito denunciado, a menos que se 

demuestre previamente la responsabilidad de aquéllos.” 

“En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los 

monopolios, las prácticas monopólicas, los estancos y las 

exenciones de impuestos...”.  Pero no  “...constituyen 

monopolios los privilegios que por determinado tiempo se 

concedan a los autores y artistas para la producción de sus 

obras y los que para el uso exclusivo de sus inventos, se 

otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna 

mejora.”  























































































  











a) Deben ser veraces, comprobables y exentos de textos, diálogos, sonidos, 

imágenes y otras descripciones que induzcan o puedan inducir a error o confusión por 

engañosas o abusivas, entendiéndose por tal, aquella que refiera características o 

información relacionada con algún bien, producto o servicio que pudiendo o no ser 

verdaderas, inducen a error o confusión por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, 

artificiosa o tendenciosa en que se presenta. 

b) Se expresarán en idioma español, su precio en moneda nacional en términos 

comprensibles y legibles conforme al sistema general de unidades de medida, sin 

perjuicio de que, además, se expresen en otro idioma u otro sistema de medida. 

En todo momento la Procuraduría Federal del Consumidor tiene facultades para 

ordenar al proveedor que suspenda la publicidad que viole las disposiciones de la ley de 

la materia, y en su caso, al medio que la difunda; también puede ordenar que se corrija la 

información o publicidad que viole las disposiciones del ordenamiento señalado. 

Cuando la Procuraduría Federal del Consumidor haya instaurado algún 

procedimiento administrativo relacionado con la veracidad de la información, podrá 

ordenar al proveedor que en la publicidad o información que se difunda al público, se 

indique que su veracidad no ha sido comprobada ante la autoridad competente. 



















j) De acuerdo con el artículo 311, sólo se autorizará la publicidad de 

medicamentos con base en los fines con que estén registrados ante la Secretaría de 

Salud. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 413 de la Ley General de Salud, 

procede la suspensión de mensajes publicitarios en materia de salud, cuando se 

difundan por cualquier medio de comunicación social, contraviniendo lo dispuesto en la 

referida ley y demás ordenamientos aplicables o cuando la Secretaría de Salud 

determine que el contenido de los mensajes afecta o induce a actos que pueden afectar 

la salud pública. 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 420 y 421 de la Ley General de 

Salud, la violación a las disposiciones contenidas en dicho ordenamiento, en materia de 

publicidad, se sancionará con multa de mil hasta cuatro mil veces el salario mínimo 

general diario vigente en la zona económica de que se trate, tratándose de violación a 

las disposiciones contenidas en los artículos 304, 306, 307, 308 del ordenamiento 

señalado; y con una multa equivalente de cuatro mil hasta diez mil veces el salario 

mínimo general diario vigente en la zona económica de que se trate, cuando se refiera a 

la violación de las disposiciones contenidas en los artículos 308 bis, 309 y 309 bis del 

mismo ordenamiento. 











  





I. Agencia de publicidad, a quien tenga como actividad 

principal la creación, diseño, planificación y ejecución de 

campañas publicitarias, así como la contratación, por cuenta 

y orden de anunciantes, de espacios para difusión a través de 

los distintos medios de comunicación; 

 

II. Anunciante, a quien utiliza la publicidad para dar a 

conocer las características o beneficios de sus productos y 

servicios; 

 

III. Anuncio publicitario, al mensaje dirigido al público o a 

un segmento del mismo, con el propósito de informar sobre la 

existencia o las características de un producto, servicio o 

actividad para su comercialización y venta o para motivar una 

conducta; 

 

IV. Artículo promocional, al objeto que se obsequia al 

público y que contiene impresa la marca, nombre, logotipo o 

frase publicitaria de algún producto o servicio; 



 

V. Campaña publicitaria, a la difusión programada de varios 

anuncios publicitarios sobre el mismo producto o servicio, 

adaptados a los diferentes medios de comunicación; 

 

VI. Medio de difusión, al que se utiliza para difundir los 

anuncios publicitarios a la población en general y que 

incluye a la televisión, cine, radio, espectacular, laterales 

de transporte, anuncios luminosos, carteles, prensa, 

revistas, correo directo, catálogos, folletos, volantes, 

material de punto de venta, así como a cualquier otro medio 

de comunicación, sea impreso, electrónico, telefónico, 

informático, de telecomunicaciones o mediante otras 

tecnologías; 

 

VII. Patrocinio, al respaldo económico otorgado para la 

promoción de una persona física o moral o para la realización 

de una actividad o evento; 

 

VIII. Publicidad, a la actividad que comprende todo 

proceso de creación, planificación, ejecución y difusión de 

anuncios publicitarios en los medios de comunicación con el 

fin de promover la venta o consumo de productos y servicios. 







“I. Legalidad.- Apego de la publicidad a las normas jurídicas 

vigentes y a las normas que de este código emanen. 

 

II.- Honestidad.- La publicidad se hará con rectitud e 

integridad, empleando siempre informaciones y documentación 

adecuadas. La publicidad debe referirse a los bienes, 

servicios o conceptos de tal forma que no cause confusión al 

público receptor del anuncio comercial. 

 

III.- Decencia.- Las personas que intervengan en el quehacer 

publicitario actuarán o participarán respetando los valores 

morales y sociales de la comunidad, entendiendo por éstos al 

cuerpo de obligaciones entre los individuos y con la sociedad 

en un mismo lugar, tiempo y espacio. 

 

IV.- Veracidad.- Libertad de expresar, a través de la 

publicidad, las características conjuntas debidamente 

acreditadas con que cuentan los bienes, servicios o 

conceptos, omitiendo cualquier expresión que contemple 

verdades parciales. Las descripciones con imágenes relativas 

a hechos verificables, deben estar sujetas a comprobación 

fehaciente y con bases científicas en el momento que se 

requiera. Debe tenerse especial cuidado en la publicidad 

dirigida a niños y jóvenes, evitando aprovecharse de su 

credulidad o falta de experiencia. 

 

V.- Dignidad.- La abstención de presentar o aludir a 

situaciones discriminatorias o denigratorias por razones de 



raza, edad, sexo, religión, afiliación política, nacionalidad 

o condición social. 

 

VI.- Respeto.- No denigrar directa o implícitamente los 

productos, servicios o conceptos de un competidor, ni copiar 

sus ideas publicitarias. La denigración de un competidor 

constituye no sólo una falta al honor profesional del 

quehacer publicitario sino que conduce también a un 

debilitamiento de la confianza que el público dispensa a la 

publicidad. 

 

VII.- Justa competencia.-La comparación de bienes, servicios 

o conceptos podrá llevarse a cabo siempre y cuando sean de la 

misma especie, tomando como referencia idénticos elementos 

objetivos de comparación. Los puntos de comparación deben 

basarse en hechos comprobables y fehacientes no deben ser 

seleccionados de manera injusta o parcial y en general deben 

evitar que la comparación pueda engañar al consumidor. 

VIII.- Bienestar y salud.- La publicidad en su forma se 

abstendrá de incluir imágenes, textos o sonidos que induzcan 

a prácticas inseguras y que por este hecho se atente o ponga 

en riesgo la salud de los seres humanos y de cualquier otro 

ser viviente. 



 

 



 





pecuniario, que se origine por un hecho, y se acredite una relación causal entre ambos, 

se constituirá la responsabilidad civil, sin importar la materia que dé origen a la misma. 

Sin embargo, en la práctica judicial no siempre es fácil acreditar la existencia de la 

responsabilidad, toda vez que en las secuelas procedimentales, en ocasiones resulta 

muy difícil o prácticamente imposible acreditar la relación de causalidad entre el hecho y 

el daño originado, y desafortunadamente, pretender acreditar una responsabilidad civil 

por publicidad comercial, no escapa de este caso. 

Antes de realizar el análisis de los elementos que constituyen la responsabilidad 

civil cuando deriva de publicidad comercial, cabe señalar que este tipo de 

responsabilidad es extracontractual subjetiva, en virtud de que en caso de ocasionarse 

daños al sujeto pasivo de la actividad publicitaria, éstos no derivan de un contrato, y en 

todo momento, serán originados por el elemento subjetivo (culpa), en el que incurre el 

responsable (sujeto activo), por no respetar la normatividad de la materia, actuando sin la 

diligencia exigible. 

No obstante lo anterior, debido a los avances tecnológicos, cabrá la posibilidad de 

causación de daño simplemente por el uso de publicidad, aunque se actúe lícitamente: 















imputa al responsable, lo que implica que debe existir una relación de causa-efecto, 

lógica, y no cronológica, entre el hecho y el daño, para que se pueda atribuir la 

responsabilidad. Se da relevancia a la causa adecuada y no a la próxima, ni a todas las 

causas, siendo necesario analizar la adecuación del origen del hecho dañoso a la 

causación indubitable del daño. 

Ahora bien, la relación de causalidad como elemento constitutivo de la 

responsabilidad civil por publicidad comercial, se debe entender como el nexo que une la 

conducta en la que de manera dolosa o culposa se infringe alguna norma jurídica que 

regula a la publicidad comercial con el daño causado al sujeto que recibe la publicidad. 

Consideramos que este es el elemento cuya demostración puede ocasionar 

mayores problemas en un proceso civil, toda vez que se requiere que el daño pecuniario 

causado sea consecuencia directa e inmediata del hecho que se señala como generador. 

Si tomamos en cuenta de forma tajante esta afirmación, llegaremos al extremo de 

considerar que la publicidad comercial, por sí misma, no es constitutiva de ningún daño, 

toda vez que el hecho de que un anunciante publicite un producto o un servicio, aún 

cuando lo haga en contravención a la normatividad vigente, por este simple evento, no 

puede ocasionar de forma directa e inmediata ningún daño, en razón de que para que el 





creencias, la reputación, la vida privada, la intimidad, entre otros. Estos derechos están 

protegidos civilmente en el artículo 1916 del Código Civil Federal. 

Ahora bien, el daño moral o no patrimonial es una acción cuya comprobación en 

un procedimiento judicial puede tener un alto grado de dificultad e inclusive en ocasiones 

puede ser imposible de acreditar, dado su factor de subjetividad, aunque no por ello 

resulte de menor importancia su existencia, siempre y cuando se acrediten sus 

elementos constitutivos. 

Como ejemplo de un daño moral pretendido por una persona que argumenta que 

fue objeto de publicidad fraudulenta, tenemos a una persona obesa que inducida por la 

publicidad comercial, anuncia un producto para adelgazar diez kilos en determinado 

número de días y sin problemas de "rebote•, hace uso del producto con la ilusión de 

obtener el resultado anunciado, siendo que, por el contrario, al término de los días 

indicados, esta persona, en lugar de haber reducido su peso, lo único que obtuvo fueron 

alteraciones y daños en su salud, tanto física como psicológicamente, requiriendo 

atención médica, lo cual independientemente del daño pecuniario que esto le ocasionaría 

al tener que cubrir los gastos médicos, así como los medicamentos necesarios para 

recobrar la salud, se estaría en presencia de un daño moral, en virtud de que la persona 





cierto que esta empresa debe actuar con ética, y se encuentra obligada a respetar la 

normatividad vigente, por tanto, aún cuando el anunciante exigiera la publicidad en 

determinado sentido, y que esta fuera contraria a las disposiciones aplicables, dicha 

agencia no debe realizar esa publicidad, y si decide hacerlo, su conducta puede ser 

dolosa o culposa, por no respetar un deber impuesto en la norma jurídica, y 

consecuentemente, debe responder por el daño que en su caso se cause. 

Dentro de este punto, resulta conveniente referirnos a los contratos publicitarios, 

que son aquéllos que al amparo de la Ley Federal del Derecho de Autor, se celebran 

para la explotación de obras literarias o artísticas con fines de promoción o identificación 

en anuncios publicitarios o de propaganda a través de cualquier medio de comunicación. 

Podemos señalar que los contratos con fines publicitarios tienen por objeto la 

prestación de servicios relacionados con la publicidad, son convenciones por las que el 

anunciante se obliga a pagar un precio cierto en dinero al avisador, quien se obliga a 

realizar una obra material o intelectual a su riesgo técnico y económico con fines de 

propaganda mercantil o de otra especie. 







ARTICULO 67.- “La propaganda comercial que se transmita por 

la radio y la televisión se ajustará a las siguientes bases: 

 

“I.- Deberá mantener un prudente equilibrio entre el anuncio 

comercial y el conjunto de la programación; 

 

“II.- No hará publicidad a centros de vicio de cualquier 

naturaleza; 

 

“III.- No transmitirá propaganda o anuncios de productos 

industriales, comerciales o de actividades que engañen al 

público o le causen algún perjuicio por la exageración o 

falsedad en la indicación de sus usos, aplicaciones o 

propiedades. 

 

“IV.- No deberá hacer, en la programación [dirigida al 

público infantil], publicidad que incite a la violencia, así 

como aquélla relativa a productos alimenticios que 

distorsionen los hábitos de la buena nutrición.” 









constitutivo de la acción de responsabilidad civil o de daño moral, no revestirá mayor 

problema. 

b) Hecho generador del daño. 

En el presente caso, el hecho generador del daño según el dicho de la actora, es 

una publicidad fraudulenta que desprestigia su producto, por tanto, en términos de lo 

dispuesto por el articulo 281 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, la accionante deberá demostrar que la publicidad contenida en el folleto 

controvertido, tiene por objeto desprestigiar su producto, mediante una comparación 

tendenciosa y falsa. 

Ahora bien, la ilicitud del hecho señalado por la parte actora, deriva de lo 

dispuesto por la Fracción X del articulo 213 de la Ley de Propiedad Industrial, el cual 

dispone que "son infracciones administrativas, [el] intentar o lograr el propósito de 

desprestigiar los productos, los servicios, la actividad industrial o comercial o el 

establecimiento de otro. No estará comprendida en esta disposición, la comparación de 

productos o servicios que amparen la marca con el propósito de informar al público, 



 



“PROPIEDAD INDUSTRIAL. ES NECESARIA UNA PREVIA DECLARACIÓN POR PARTE DEL 

INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL, SOBRE LA EXISTENCIA DE 

INFRACCIONES EN LA MATERIA PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE 

INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS. De lo dispuesto en los artículos 

6o., 187, 188, 192, 193, 198, 199 bis, 199 bis 5, 217 a 219, 221, 221 

bis, 227 a 229 de la Ley de la Propiedad Industrial se advierte que el 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, entre otras facultades, 

tiene la de sustanciar los procedimientos de declaración de nulidad, 

caducidad, cancelación e infracción administrativa respecto de los 

derechos de propiedad industrial, así como la de formular resoluciones y 

pronunciar las declaraciones correspondientes; desprendiéndose también de 

la misma ley que cuando las partes interesadas no designen como árbitro 

al citado instituto para la resolución de controversias relacionadas con 

el pago de los daños y perjuicios derivados de la violación a los 

derechos de propiedad industrial, tal como lo permite la fracción IX del 

artículo 6o. de la ley de la materia, el diverso numeral 221 faculta al 

afectado para demandar ese pago en los términos de la legislación común, 

que no es otra sino la legislación civil. Ahora bien, en virtud de que el 

aludido instituto es la autoridad administrativa especializada que conoce 

de esa materia y por disposición de aquella ley especial es la competente 

para realizar el pronunciamiento correspondiente en el procedimiento de 

declaración respectivo, resulta inconcuso que para la procedencia de esta 

acción de indemnización es necesaria, por parte del propio instituto, una 

previa declaración de la existencia de infracciones, lo que implica un 

acto materialmente jurisdiccional eficaz para acreditarlas; por ello, el 

Juez que conozca de la reclamación de daños y perjuicios derivados de la 

violación a derechos de propiedad industrial deberá ponderar si aquéllos 

fueron producto directo de la infracción administrativa declarada por el 

mencionado instituto, pero no podrá cuestionar si los particulares 

cometieron la citada infracción, pues ello ya habrá sido declarado en 

resolución firme por la autoridad administrativa; de ahí que al estar 

ligada estrechamente con la citada transgresión, la acción civil de daños 

y perjuicios no puede desvincularse de la declaración emitida por el 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial.” 

 

Contradicción de tesis 31/2003-PS. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado, el Décimo Primer Tribunal Colegiado y el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 17 
de marzo de 2004. Mayoría de tres votos. Ausente: Humberto Román 
Palacios. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Manuel González Díaz. 
 



Tesis de jurisprudencia 13/2004. Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de marzo de dos mil cuatro. 



en los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará a las 

prohibiciones a título de protección a la industria. 

Si embargo, no constituyen monopolios los privilegios que por determinado tiempo 

se concedan a los autores y artistas para la producción de sus obras y los que para el 

uso exclusivo de sus inventos se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna 

mejora. 

Por su parte, el artículo 89, fracción X.V, de la propia Constitución autoriza al 

presidente de la República a conceder privilegios exclusivos por tiempo limitado, con 

arreglo a la ley respectiva, a los descubridores, inventores o perfeccionadores de algún 

ramo de la industria. 

A su vez, el artículo 73, fracción XXIX-F de la Carta Magna, faculta al Congreso 

de la Unión para expedir leyes tendientes a la transferencia de tecnología y la 

generación, difusión y aplicación de los conocimientos científicos y tecnológicos que 

requiere el desarrollo nacional. 



Dichas disposiciones constitucionales son las que sirven de apoyo a la legislación 

sobre propiedad industrial y la ley que los regula tiene el carácter de reglamentaria del 

artículo 28 constitucional. 

Los principales ordenamientos legales que se ocupan de la propiedad industrial y 

de las infracciones administrativas relacionadas con la propiedad industrial, son los 

siguientes: 

a) La Ley de Fomento y Protección de la Propiedad Industrial de 25 de junio de 

1991, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 27 de junio del mismo año; 

ordenamiento que fue reformado mediante decreto publicado en el diario mencionado del 

2 de agosto de 1994, y su denominación fue sustituida por la de Ley de la Propiedad 

Industrial. 

b) Reglamento de la Ley de la Propiedad Industrial de 18 de noviembre de 1994, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación de 23 de noviembre del año señalado. 

c) Decreto de 22 de noviembre de 1993, por el que se creó el Instituto Mexicano 

de la Propiedad Industrial, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de 

diciembre de 1993. 



d) Reglamento del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 14 de diciembre de 1999. 

e) Estatuto Orgánico del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación de 27 de diciembre de 1999. 

Las disposiciones reguladoras del derecho de la propiedad industrial han cobrado 

una verdadera autonomía legislativa, en virtud de que se han independizado de las 

normas tradicionales del derecho civil y de las correspondientes al derecho mercantil, y 

conforme a los ordenamientos legales referidos, la aplicación administrativa de las 

normas que reglamentan la propiedad industrial está a cargo del Ejecutivo Federal por 

conducto del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. 

2. La declaración en el procedimiento administrativo por parte del Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial, de la existencia de infracciones. 

La infracción administrativa es el acto u omisión que definen las leyes 

administrativas, la cual por constituir generalmente faltas de menor gravedad ameritan 

sanciones menores que las previstas para los delitos. 



A través de la sanción de las infracciones administrativas en materia de propiedad 

industrial se busca inhibir el engaño por parte del infractor al público consumidor, que no 

se aproveche del derecho que no le pertenece, del prestigio y buen nombre ajeno y que 

no se cause perjuicio a un tercero, titular de una patente de invención, del registro de 

modelos de utilidad, de diseños industriales, marcas, aviso o nombre comercial 

registrados, etcétera, cuyas transgresiones pueden originar la declaración de ilegalidad y 

ameritar una sanción administrativa. 

Los artículos 213 y 214 de la Ley de la Propiedad Industrial establecen las 

hipótesis de infracción en la materia y las sanciones aplicables a quienes las cometan; 

del contenido de estos numerales se desprende que la autoridad administrativa puede 

sancionar a los infractores en materia de propiedad industrial con multa, clausura 

temporal o definitiva y arresto administrativo. 

Ahora bien, las resoluciones sancionadoras que dicta el Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial son definitivas, ya que en la Ley de la Propiedad Industrial no se 

contempla la procedencia de algún recurso o medio legal ordinario para impugnarlas. 

Por tanto, en contra de la resolución donde se decrete una multa por violación a la 

normatividad aplicable a la propiedad industrial procede el juicio de nulidad, atento a lo 



dispuesto por la fracción III del artículo 11 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, el cual dispone que las resoluciones definitivas que 

impongan multas por infracción a normas administrativas federales pueden impugnarse 

en el juicio de nulidad, y ello implica el estudio de los hechos que originaron la imposición 

de la multa y de la graduación y fijación de ésta. 

El juicio de nulidad señalado es un medio de defensa que se debe agotar 

previamente al amparo cuando se impugne una resolución del Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial que imponga multa por infracciones en materia de propiedad 

industrial, requisito no exigible cuando se trata de la imposición de sanciones relativas a 

la clausura temporal o definitiva, o el arresto por infracciones a la Ley de la Propiedad 

Industrial. 

El objetivo de normar y registrar los derechos de propiedad industrial se alcanza 

mediante los ordenamientos citados, entre los que destaca la Ley de la Propiedad 

Industrial, cuya aplicación administrativa compete al Instituto Mexicano de la Propiedad 

Industrial, según estatuye el artículo 1o. de esta ley, instituto que es un organismo 

descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios que según el artículo 60. 

de la propia ley tiene entre otras facultades las siguientes: 



a) propiciar la participación del sector industrial en el desarrollo y aplicación de 

tecnologías que incrementen la calidad, competitividad y productividad del mismo, 

realizar investigaciones sobre el avance y aplicación de la tecnología industrial nacional e 

internacional y su incidencia en el cumplimiento de tales objetivos, y proponer políticas 

para fomentar su desarrollo; 

b) realizar investigaciones de presuntas infracciones administrativas, ordenar y 

practicar visitas de inspección, requerir información y datos, ordenar y ejecutar las 

medidas provisionales para prevenir o hacer cesar la violación a los derechos de 

propiedad industrial, oír en su defensa a los presuntos infractores, e imponer las 

sanciones administrativas correspondientes en materia de propiedad industrial, y 

c) fungir como árbitro en la resolución de controversias relacionadas con el pago 

de los daños y perjuicios derivados de la violación a los derechos de propiedad industrial 

que tutela la ley de la materia cuando los involucrados lo designen expresamente como 

tal. 

De lo señalado, se infiere que el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial es 

un órgano paraestatal de la administración pública federal vinculado a la Secretaría de 

Economía, cuyo titular depende jerárquicamente del presidente de la República, instituto 



que tiene competencia de acuerdo con la Ley de la Propiedad Industrial, para establecer 

las bases para el perfeccionamiento de los procesos y productos industriales y 

comerciales, promover y fomentar inventos y mejoras técnicas aplicables a la industria, 

proteger la propiedad industrial y, en fin, prevenir los actos que atenten contra la 

propiedad industrial; y a través del procedimiento respectivo declarar la existencia de las 

infracciones y establecer las sanciones correspondientes, lo cual implica que la 

legislación establece una serie de facultades que lo vinculan a intereses administrativos 

de orden público que predominan sobre cualquier interés privado. 

Antes de emitir las resoluciones correspondientes en la realización del 

procedimiento de investigación de presuntas infracciones administrativas, el Instituto 

tiene que oír a los particulares interesados o afectados, mediante procedimientos 

materialmente jurisdiccionales que tienen por objeto allegar los datos necesarios al 

órgano administrativo para estar en aptitud de pronunciar su resolución de manera 

informada después de cumplir con las garantías de audiencia previa y legalidad que 

establecen los artículos 14 y 16 constitucionales en beneficio de los administrados, pero 

es claro que la finalidad principal que el instituto persigue en la hipótesis aludida, es 

proteger la propiedad industrial y prevenir los actos que atenten contra ella, a fin de 

resguardar los objetivos administrativos de orden público que se le encomiendan 

legalmente. 



Ahora bien, si los tribunales judiciales o jurisdiccionales son autónomos del 

Ejecutivo Federal y tienen naturaleza imparcial, en virtud de que no persiguen más 

interés que el trato justo y equitativo entre las partes contendientes, también lo es que la 

sustanciación de los procedimientos de declaración administrativa de nulidad, caducidad, 

cancelación e infracción administrativa respecto de los derechos de propiedad industrial, 

así como la formulación de resoluciones y pronunciamiento de declaraciones 

administrativas de conformidad con la ley de la materia, no está reservada a las 

autoridades judiciales, sino al Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, quien es el 

encargado de conceder las patentes y registros de propiedad industrial materia de las 

infracciones, por lo que es razonable que por su especialización en esa materia sea 

quien debe decidir acerca de estos tópicos. 

Luego entonces, el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial aunque no es un 

tribunal jurisdiccional, sino un organismo descentralizado con personalidad jurídica y 

patrimonio propios, tiene facultades para sustanciar los procedimientos de infracción 

administrativa respecto de los derechos de propiedad industrial, formular las resoluciones 

y pronunciar las declaraciones administrativas correspondientes, de conformidad con la 

ley de su especialidad, cuyos procedimientos implican actos materialmente 

jurisdiccionales. 



3. La acción de indemnización por daños y perjuicios. 

Este tema está íntimamente vinculado con los hechos ilícitos a que se refiere el 

artículo 1830 del Código Civil federal, que precisa como hecho ilícito a aquél que se 

realiza en contravención a las leyes de orden público o a las buenas costumbres. 

Los hechos ilícitos son transgresiones humanas al ordenamiento jurídico, que 

pueden darse al realizar un acto u omisión ya sea tipificado como delito por la ley penal o 

con la ejecución de un acto que aún sin ser delito invada la esfera jurídica de otro o por 

dejar de cumplir obligaciones establecidas por la ley en forma imperativa. 

Se debe advertir que una de las fuentes de las obligaciones que contempla la ley 

consiste en la comisión de hechos ilícitos, de modo tal que en alusión a las obligaciones 

que nacen de este tipo de eventos, el artículo 191 O del Código Civil Federal dispone que 

-el que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cause daño a otro, está 

obligado a repararlo, a menos que demuestre que el daño se produjo como 

consecuencia de culpa o negligencia inexcusable de la víctima." 



Sin embargo, de la lectura de los artículos 1910 a 1934 del Código Civil Federal, 

se aprecia que la conducta de una persona que hace surgir responsabilidad a su cargo 

no necesariamente tiene que ser ilícita, en cuanto sea contraria a las leyes de orden 

público o a las buenas costumbres. 

Para que exista responsabilidad civil basta que una persona con sus actuaciones 

o con sus omisiones origine daños o perjuicios, o ambos, en la esfera jurídica, 

patrimonial o moral de otra. 

Por su parte, el artículo 1913 dispone que "cuando una persona hace uso de 

mecanismos, instrumentos, aparatos o sustancias peligrosos por sí mismos, por la 

velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la 

corriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas, está obligada a 

responder del daño que cause, aunque no obre ilícitamente, a no ser que demuestre que 

ese daño se produjo por culpa o negligencia inexcusable de la víctima.n 

La responsabilidad civil consiste en la obligación de una persona de indemnizar a 

otra por los daños que le ha causado, como consecuencia del incumplimiento de una 

obligación, por la realización de un siniestro que deriva de un riesgo creado, o por la 

violación del deber jurídico de no causar daño a nadie, pues si con la conducta ilícita se 



"DAÑOS Y PERJUICIOS, ELEMENTOS DE LA ACCIÓN DE. Los elementos 

de la acción de daños y perjuicios son, de acuerdo con lo 

dispuesto por los artículos 2104 y del 2107 al 2110 del 

Código Civil vigente en el Distrito y Territorios Federales: 

la existencia de una obligación; la falta de cumplimiento de 

la misma, por el demandado; la relación de causalidad entre 

esa falta de cumplimiento y los hechos que constituyen el 

daño y el perjuicio; el menoscabo que el patrimonio del 

demandado ha sufrido con los hechos dañosos y la privación de 

una ganancia lícita que debiera haberse obtenido con el 

cumplimiento de la obligación.”  

Amparo civil directo 5454/40. Compañía Editorial Sayrols, 
S.A. 21 de agosto de 1941. Unanimidad de cuatro votos. La 
publicación no menciona el nombre del ponente.  
 



Quinta Época, Instancia: Tercera Sala, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo: LXIX, Página: 2827. 

"DAÑOS Y PERJUICIOS, IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE. El solo hecho 

de haberse condenado en la sentencia de segundo grado a una 

de las partes al cumplimiento de una obligación, no implica 

que resulte procedente el pago de los daños y perjuicios, en 

virtud de que para que prospere la acción relativa debe 

acreditarse fehacientemente que el perjuicio sufrido es 

‘consecuencia inmediata y directa de la falta de cumplimiento 



de la obligación’, en términos del artículo 2110 del Código 

Civil para el Distrito Federal.”  

 

Amparo directo 2977/80. Guillermo Rodríguez Páez. 1o. de 
marzo de 1984. Mayoría de cuatro votos. Ponente: Tarsicio 
Márquez Padilla. Secretaria: Guadalupe Olga Mejía Sánchez.  
 
Séptima Época, Instancia: Sala Auxiliar, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Volúmenes: 181-186, Séptima Parte, 
Página: 191. 



Artículo 2108. “Se entiende por daño la pérdida o menoscabo 

sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una 

obligación."  

 

Artículo 2109. “Se reputa perjuicio la privación de 

cualquiera ganancia lícita, que debiera haberse obtenido con 

el cumplimiento de la obligación." 

"DAÑOS Y PERJUICIOS. La relación entre la falta de 

cumplimiento de una obligación y los daños y perjuicios 

producidos por su incumplimiento, debe ser de tal manera 

estrecha que no deba existir alguna otra causa a la que 



también pueda atribuirse el origen de los daños y perjuicios. 

Como lo prescribe el artículo 2110 del Código Civil, debe 

existir una vinculación causal, inmediata y directa entre la 

conducta del obligado y la producción de los daños y 

perjuicios.”  

 

Amparo directo 7781/57. Ignacio Velázquez. 9 de febrero de 
1959. Mayoría de tres votos. Ausente: Mariano Ramírez 
Vázquez. Disidente y ponente: José Castro Estrada.  
 
Sexta Época, Instancia: Tercera Sala, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Volumen: XX, Cuarta Parte, Página: 
63. 



explotación se haya realizado después de la fecha en que surta efectos la publicación de 

la solicitud en la gaceta. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 86, si una persona física o moral 

contrata a un trabajador que está laborando o ha laborado o a un profesionista, asesor o 

consultor que presta o ha prestado sus servicios para otra persona, con el fin de obtener 

secretos industriales de ésta, será responsable del pago de daños y perjuicios que le 

ocasione a dicha persona, también será responsable del pago de ellos, cualquier 

persona que por cualquier medio ilícito obtenga información que contemple un secreto 

industrial. 

Atento a lo dispuesto por el artículo 91, se podrá demandar judicialmente la 

supresión de una marca registrada o aquella semejante en grado de confusión a ella, 

cuando se utilice en todo o en parte, para formar un nombre comercial, una 

denominación o razón social, además del pago de daños y perjuicios; salvo que el 

nombre comercial, denominación o razón social hubiesen incluido la marca con 

anterioridad a la fecha de presentación o de primer uso declarado de la marca registrada. 



De conformidad con lo dispuesto por el artículo 178 bis 9, los titulares del registro 

de esquemas de trazado podrán demandar daños y perjuicios a terceros que antes del 

otorgamiento del registro respectivo, lo hayan explotado sin consentimiento del titular, 

siempre que se haya realizado después de la fecha de presentación de la solicitud de 

registro. 

El artículo 212 bis 2 de la Ley de Propiedad Industrial establece que si existe 

resolución definitiva sobre el fondo de la controversia, por virtud de la cual se declare que 

se ha cometido una infracción administrativa, el instituto decidirá, con audiencia de las 

partes, sobre el destino de los bienes asegurados, y deberá ponerlos a disposición de la 

autoridad judicial competente los bienes que se hubiesen asegurado, tan pronto sea 

notificado de que se ha iniciado el proceso tendiente a la reparación del daño material o 

al pago de daños y perjuicios. 

Por su parte, el artículo 221 dispone que las sanciones que establece la Ley de 

Propiedad Intelectual y las disposiciones que derivan de ella, se impondrán además de la 

indemnización que corresponda por daños y perjuicios a los afectados, en los términos 

de la legislación común, la cual, de conformidad con el artículo 221-bis, no podrá ser 



inferior al 40% del precio de venta al público de cada producto o la prestación de 

servicios que impliquen violación de derechos de propiedad industrial. 

Por último, el artículo 226 establece que el ejercicio de la acción penal por 

cualquiera de los delitos en materia de propiedad industrial es independiente de la acción 

que tiene el perjudicado para demandar del autor del mismo, la reparación y el pago de 

los daños y perjuicios sufridos con motivo de dichos delitos. 

4. La legislación conforme a la que el Juez debe conocer y resolver la demanda 

respectiva. 

Al efecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

puntualizó que cuando los involucrados no designan expresamente como árbitro al 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, en la resolución de controversias 

relacionadas con el pago de los daños y perjuicios derivados de la violación a los 

derechos de propiedad industrial, se faculta a la parte afectada para que demande el 

pago de daños y perjuicios en los términos de la legislación común, por lo que debe 

entenderse que la demanda puede fundamentarse y decidirse válidamente conforme a 

las disposiciones pertenecientes al derecho civil. 



En tal virtud, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

concluyó que es necesaria la declaración previa por parte del Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial, de la existencia de infracciones, mediante el procedimiento 

administrativo respectivo, para que proceda en la vía jurisdiccional la acción de 

indemnización por daños y perjuicios derivados de esas infracciones. 

Lo anterior significa que al existir un pronunciamiento firme de la autoridad 

administrativa de que se ha cometido una infracción en el campo de la propiedad 

industrial, el Juez ya no tiene el deber de analizar si el gobernado incurrió o no en la 

infracción, puesto que esa declaración ya fue realizada por la autoridad especializada en 

la materia; siendo que el Juez que conozca de una demanda sin la previa tramitación del 

procedimiento administrativo, está impedido para determinar la existencia o inexistencia 

de la violación a los derechos de propiedad industrial tutelados por la Ley de la 

Propiedad Industrial, ya que la multicitada declaración por parte del Instituto Mexicano de 

la Propiedad Industrial es un presupuesto de la acción de indemnización por daños y 

perjuicios por infracción a los derechos de propiedad industrial, en virtud de que el 

referido instituto es la autoridad administrativa especializada que mejor conoce de la 

materia, y por disposición de ley es la competente para realizar el pronunciamiento 

correspondiente. 



La postura señalada se sustenta en las consideraciones jurídicas asentadas en la 

sentencia en estudio, que en síntesis refieren a lo siguiente: 

l. Las disposiciones reguladoras del derecho de la propiedad industrial han 

cobrado autonomía legislativa, y conforme a la Ley de la Propiedad Industrial la 

aplicación administrativa de las normas que reglamentan la propiedad industrial está a 

cargo del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, y esas disposiciones excluyen la 

posibilidad de que con fundamento en una norma legal de aplicación general los órganos 

jurisdiccionales determinen la existencia o inexistencia de las infracciones en materia de 

propiedad industrial, porque la autoridad judicial carece de facultades para hacer 

investigaciones administrativas como la relacionada con violaciones a los derechos de 

propiedad industrial, que no pertenece al derecho civil. 

11. Entre los objetivos de la Ley de la Propiedad Industrial, se encuentran los de 

proteger la propiedad industrial, prevenir los actos que atenten en su contra o que 

constituyan competencia desleal relacionada con esa normatividad, y establecer las 

infracciones, así como los procedimientos para imponer las sanciones y penas respecto 

a tales actos, por lo que las resoluciones administrativas tienen autonomía propia y son 

fuente de derechos y obligaciones al constituir declaraciones jurídicas unilaterales con la 

fuerza necesaria para ser obedecidas y ejecutadas. 



111. Las autoridades sólo pueden actuar dentro del ámbito de sus respectivas 

atribuciones legales, y sólo pueden llevar a cabo las actuaciones que las leyes les 

autorizan hacer, por lo que si no existe una ley o disposición legal especial que faculte o 

dé competencia a las autoridades judiciales, no existe duda que al conocer de la 

demanda de daños y perjuicios están impedidas para decidir si el particular incurrió o no 

en la infracción administrativa que motivó la demanda. 

IV. En los procedimientos administrativos de los que dimane la declaración de la 

infracción, el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial tiene que oír a los particulares 

interesados o afectados antes de dictar su resolución, por tanto, implican actos 

materialmente jurisdiccionales, aun cuando la autoridad sustanciadora no tenga la 

naturaleza de un tribunal jurisdiccional y son lo suficientemente eficaces para que sirvan 

de base y prueba firme de la existencia de la infracción en el ejercicio de la acción de 

indemnización por daños y perjuicios. 

V. Para que un hecho ilícito sea productor de responsabilidad civil, es preciso que 

exista la comisión de un hecho, la producción de un daño, moral o material, en perjuicio 

de otra persona y una relación de causa a efecto entre ellos; por ello, el Juez que 

conozca de la reclamación de daños y perjuicios deberá ponderar si el daño y perjuicio 



invocados fueron producto directo de la infracción declarada por el instituto y, en su caso, 

determinar y decretar el monto de la indemnización que en términos del artículo 221 bis 

de la Ley de la Propiedad Industrial nunca podrá ser inferior al 40% del precio de venta al 

público de los productos o servicios que hayan sido violatorios de la ley, mas no podrá 

cuestionar si se cometió o no la citada infracción ya declarada en resolución firme por la 

autoridad administrativa. 

VI. Máxime que no todo hecho u omisión ilícito produce un daño, por lo que la 

circunstancia de que se haya declarado previamente la existencia de la infracción no 

necesariamente tiene que dar lugar a la condena de pago de los daños y perjuicios 

demandados, en virtud de que al no existir elementos de prueba que acrediten la 

existencia del daño, no se integraría la responsabilidad, además de que para que la 

conducta de una persona origine responsabilidad a su cargo se requiere que exista una 

relación de causa a efecto entre la conducta realizada y el daño producido, y es preciso 

que el daño sea una consecuencia inmediata y directa del hecho y no debe existir alguna 

otra causa a la que también pueda atribuirse el origen de los daños y perjuicios. 

VII. Finalmente, la Ley de la Propiedad Industrial, en su artículo 221, previene que 

las sanciones establecidas en esta ley y demás disposiciones derivadas de ella, se 

impondrán además de la indemnización que corresponda por daños y perjuicios a los 



 



indemnización correspondiente, en términos de lo dispuesto por el artículo 221-bis de la 

ley en cita. 

En cuanto a su función supletoria, la Jurisprudencia en estudio y la ejecutoria de 

la que deriva, colma el vacío de la ley, y crea una norma que la complementa, ya que 

aún cuando la ley de la materia es omisa en exigir como requisito previo al ejercicio ante 

autoridades judiciales, de la acción de daños y perjuicios que establece el artículo 221 de 

la Ley de Propiedad Industrial, la declaración del Instituto Mexicano de Propiedad 

Industrial, respecto a la existencia de infracciones en la materia, la jurisprudencia, llena 

ese vacío y determina la exigibilidad de ese requisito, como condición necesaria para el 

ejercicio de la acción mencionada, cuando se trate de infracciones administrativas, 

complementando las normas contenidas en la Ley de Propiedad Industrial. 

Argumento que de acuerdo con la ejecutoria que en sus partes esenciales ha sido 

señalada con anterioridad, se aplica para cualquier acción de responsabilidad civil y a 

nuestro juicio, por analogía a la acción de daño moral, toda vez que en todos estos 

casos, se requiere un hecho ilícito que cause el daño, y si este hecho ilícito se sustenta 

en la fracción X del artículo 213 de la Ley de Propiedad Industrial, es decir, en la 

existencia de una infracción administrativa en materia de propiedad industrial, es 

indiscutible que la declaración correspondiente debe hacerla el Instituto Mexicano de la 



Propiedad Industrial, acorde a la interpretación que realizó la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. 

Ahora bien, del análisis de la ejecutoria y tesis de jurisprudencia que derivó del 

caso en estudio, existen diversos razonamientos que sirven de sustento, con los cuales 

nos encontramos parcialmente de acuerdo. 

Coincidimos en el punto de que el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, es 

el organismo descentralizado de la administración pública federal, considerado como 

autoridad administrativa en materia de propiedad industrial, y que por ello, es un órgano 

especializado en la materia, y en principio, con mayor conocimiento en la materia que 

una autoridad judicial; sin embargo, esto no impide en forma alguna, que el juzgador se 

allegue de los medios de prueba suficientes para tener los elementos necesarios, y en su 

caso, pronunciarse respecto al ámbito de la propiedad industrial. 

De igual forma coincidimos en que, es facultad exclusiva del Instituto Mexicano de 

la Propiedad Industrial iniciar, sustanciar y resolver el procedimiento de declaración 

administrativa, en el cual puede decretar la nulidad, caducidad, cancelación o infracción 

administrativa establecidas por la Ley de la Propiedad Industrial, y en el último caso, 

podrá imponer las sanciones que de conformidad con lo dispuesto en el ordenamiento 



legal invocado correspondan, y que en adición a dichas sanciones, el afectado puede 

promover ante las autoridades judiciales, la acción de daños y perjuicios que establece el 

artículo 221 de la Ley de Propiedad Industrial o la acción de responsabilidad civil o de 

daño moral, que la conducta dolosa le causa, y que el procedimiento en cada caso, es de 

naturaleza distinta, en virtud de que el primero de ellos es formalmente administrativo, y 

los demás, jurisdiccionales. Sin embargo, consideramos que es el único caso, en el que 

se reclama una acción de daños y perjuicios, ya sea que derive del artículo 221- bis de la 

Ley de Propiedad Industrial, de la acción de responsabilidad civil, o de la acción de daño 

moral, en donde se restringe la actuación del poder judicial, impidiéndole juzgar la ilicitud 

del hecho que constituye el origen de la acción reclamada, reduciendo su actuación a 

determinar si existe o no relación causal entre el hecho ilícito previamente declarado así, 

por la autoridad administrativa competente, y en caso de considerar la procedencia de su 

acción, proceder a la cuantificación de la indemnización correspondiente, situación con la 

que no coincidimos del todo, toda vez que en el capítulo primero, al referirnos al 

concepto de responsabilidad civil, quedó establecido éste como la necesidad de reparar 

los daños y perjuicios causados a otro, como consecuencia de un deber de garantía, de 

equidad, por el abuso de un derecho y exceso de la normal tolerancia. 



Además de lo anterior, el artículo 227 de la Ley de Propiedad Industrial dispone 

que cuando las controversias afecten solo intereses particulares podrán conocer de ellas, 

los tribunales del orden común. 

Cabe señalar que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

por un lado, considera que la aplicación de la Ley de Propiedad Industrial se encuentra 

reservada para el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, y por otro lado, refiere 

que existen ciertos numerales que deben ser aplicados por la autoridad judicial, por 

ejemplo, la aplicación del artículo 221-bis del ordenamiento invocado, a fin de determinar 

el monto de la indemnización como consecuencia de los daños y perjuicios causados, 

situación que resulta contradictoria. 

En todo caso, consideramos que la declaración de infracción en materia de 

propiedad industrial, que se tramita ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, 

es independiente de la acción de daños y perjuicios que puede tramitarse ante el mismo 

Instituto, mediante un arbitraje comercial, regulado por el Código de Comercio, o ante la 

autoridad judicial, quien en todo caso, debería estar facultada para pronunciarse 

respecto a la ilicitud del hecho que constituye la base de su reclamación, por ser uno de 

los elementos constitutivos de la acción, y la declaración del Instituto debería ser un 

aspecto que corrobore la licitud o ilicitud del hecho, incluso podría contemplarse que la 



resolución definitiva del juicio ante autoridad judicial se reserve hasta en tanto se dictase 

la declaración administrativa de infracción en materia de propiedad industrial; siempre y 

cuando el procedimiento administrativo se hubiese iniciado antes de acudir a la autoridad 

judicial, por existir un procedimiento pendiente que puede influir de manera sustancial en 

el juicio civil. 

En virtud de lo anterior, no estamos de acuerdo en que se imponga al gobernado 

como condición previa al ejercicio de la acción, la multicitada declaración administrativa, 

toda vez que se le impone el deber de acudir ante una instancia administrativa, antes de 

acceder con legitimación ante los tribunales; esto es, una violación manifiesta de sus 

garantías individuales. 

Más aún si tomamos en cuenta que como hemos señalado, la imposición de la 

sanción administrativa y en su caso el pago de los daños y perjuicios tienen naturaleza 

distinta, y posiblemente el afectado únicamente tenga interés en el pago de la 

indemnización que le corresponde por los daños y perjuicios causados como 

consecuencia del abuso de un derecho o del exceso de la normal tolerancia, que se le 

lleguen a causar por afectar los derechos de propiedad industrial de los que sea titular, y 

no tener interés alguno en la imposición de sanciones administrativas al infractor. 



Ahora bien, con el criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

se impone al gobernado la carga de obtener en primer lugar, una resolución favorable a 

sus intereses ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, en la que se declare 

que han existido infracciones en la materia, que afectan los derechos de propiedad 

industrial, de los que es titular, para que sólo en ese caso, se encuentre en la posibilidad 

de acudir ante la autoridad judicial, o ante el mismo Instituto, a fin de obtener el pago de 

la indemnización por los daños y perjuicios que dicha infracción le hubiese causado. 

c) Relación de causalidad entre el hecho generador del daño y este. 

En el supuesto a estudio, una vez que queda debidamente acreditada la 

existencia del abuso de un derecho y el exceso en la normal tolerancia, porque se trata 

de una publicidad abusiva, así como del daño causado, en la forma y términos que se 

han precisado con anterioridad, la parte actora debe acreditar el último de los elementos 

necesarios para integrar la acción de responsabilidad civil, y es el relativo a la relación de 

causalidad, que no es otra cosa que el nexo que une a la acción dolosa o culposa que 

infringe alguna norma jurídica que regula a la publicidad, con el daño causado al sujeto 

pasivo. 









concreto, podría ser la prueba pericial que acredite que a Gabriela se le formaron 

quistes. 

b) Hecho generador del daño. 

Ahora bien, al realizar el estudio del segundo elemento constitutivo de la acción, 

es donde empiezan los problemas, en virtud de que el hecho generador del daño, no es 

directamente la publicidad comercial que de forma engañosa se realizó del producto, sino 

su utilización, si tomamos en cuenta que la simple existencia de la publicidad aún cuando 

sea contraria a la legislación vigente, no causó el daño de la accionante, sino que el daño 

lo causó la utilización del "Natural Breasf. 

c) Relación de causalidad entre el hecho generador del daño y éste. 

En relación con el último de los elementos necesarios para que proceda la acción 

de responsabilidad civil, es de considerarse que tampoco se actualiza, en virtud de que 

no existe un nexo que una a la acción dolosa o culposa que infringió la norma jurídica 

con el daño causado al sujeto pasivo; en virtud de que la publicidad engañosa puede 

inducimos a comprar el producto en cuestión, pero no causa de forma directa e 

inmediata el daño. 





a) Daño. 

En el caso de que un grupo social o uno de sus miembros pretendiera demandar 

la responsabilidad civil por considerar que la publicidad comercial que se presenta en los 

medios de comunicación es subliminal, es decir, una publicidad que pretende manipular 

nuestra mente para modificar nuestras preferencias, consideramos que no se acreditaría 

el primer elemento constitutivo de la acción señalada, en virtud de que la simple 

existencia de una publicidad subliminal, por sí misma, no causa ningún daño que sea 

susceptible de acreditar con los medios que establecen las legislaciones adjetivas. 

b) Hecho generador del daño. 

En cuanto al segundo elemento constitutivo de la acción, es de considerarse que 

también es difícil de acreditar, en virtud de que en primer lugar, tendría que acreditarse la 

existencia de la publicidad subliminal y que ella es lo suficientemente fuerte, como para 

influir en el ánimo del público al que se dirige, y en caso de demostrarse los extremos 

señalados, podríamos considerar que es una publicidad abusiva, porque tiende a 















a) El grado de participación del agente. Este aspecto sería de gran importancia, 

en virtud de que tal y como hemos señalado, en el proceso publicitario, como sujetos 

activos, intervienen el anunciante, la agencia publicitaria y los medios de comunicación, y 

cada uno interviene con un mayor o menor grado de responsabilidad, que en cada caso 

en concreto, debe ser determinada por el Juzgador; este elemento se encuentra en 

íntima relación con los elementos de dolo y culpa, de como actúen los sujetos causantes 

del daño, considerando que debe existir mayor responsabilidad cuando se actúe con 

dolo, y menor responsabilidad cuando se trate de culpa. 

b) También es importante considerar el menoscabo material que se cause al 

afectado. 

c) De igual forma, se deben considerar aspectos subjetivos del afectado, tales 

como preparación, edad, etc., toda vez que no es lo mismo inducir a un niño a comprar 

determinado producto o usar un servicio, por publicidad engañosa, que a un adulto; y en 

este último caso, de igual forma, consideramos que debe existir diferencia entre 

personas que vivan en comunidades rurales a las personas que viven en zonas urbanas, 

toda vez que el contacto con la tecnología, también influye en el grado de engaño que se 

puede producir por publicidad comercial. 



d) Por último, sería pertinente establecer que la reparación del daño causado por 

publicidad comercial, tendrá como efectos la rectificación de la publicidad emitida o 

incluso su cesación, dependiendo la naturaleza de la misma o de las pretensiones de los 

afectados con la conducta. 
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